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        Esta edición recoge la versión extensa de los discursos pronunciados por el autor en la inauguración y la clausura de la I Convención de la Red Panhispánica de Lenguaje Claro y Accesible, celebrada en Madrid los días 20 y 21 de mayo de 2024. 

      

    
  
    
      

        
        INTRODUCCIÓN 


        

        No hay una definición universalmente aceptada de lenguaje claro. La acepción 8.ª del lema claro de nuestro Diccionario de la lengua española (DLE) dice que claro es ‘inteligible, fácil de comprender’. E incluso ofrece como ejemplo la expresión «lenguaje claro». Es frecuente oír hablar de la oscuridad de las comunicaciones oficiales dirigidas a los ciudadanos y se entiende que claro es lo contrario: lo que puede entenderse con facilidad, con la primera lectura, sin necesidad de interpretaciones. Todos los documentos y guías que invocan el lenguaje claro utilizan el concepto en este sentido, aunque no partan de definiciones universalmente asumidas. 


        Se tiene por cierto que la pacífica y persistente rebelión contra las notificaciones ininteligibles empezó en el ámbito del consumo. Seguramente un día en que un ciudadano tomó alimentos o medicamentos inadecuados porque la información sobre su caducidad no era fácilmente comprensible. Inició entonces una protesta individual que creció en los meses sucesivos hasta convertirse en una gran acción colectiva. 


        A partir de los años setenta del siglo pasado, las reclamaciones fueron creciendo y las protestas tomaron cuerpo de movimiento ciudadano. Al mismo tiempo, la preocupación por el problema de la claridad del lenguaje llegó a las instituciones que han desarrollado, en todas las naciones con Estados de derecho poderosos, una revisión en profundidad de los procedimientos y el contenido de sus notificaciones y comunicaciones. Siempre con el objetivo de informar de manera más transparente y comprensible. Es decir, de modo que el mensaje se entienda, sin tener que releerlo, por una persona de formación básica. 


        A este objetivo se ha sumado, más recientemente, la reclamación, y la consiguiente respuesta política, de que el lenguaje sea accesible, lo que quiere decir expresado en condiciones adecuadas para que puedan entenderlo personas que tengan mermadas sus capacidades de comprensión, sea porque tienen alguna discapacidad originaria o bien por razones de edad o enfermedad que les haya provocado un deterioro cognitivo. 


        A pesar de que el movimiento que reclama claridad del lenguaje es muy actual, las críticas a la oscuridad de las comunicaciones dirigidas a los ciudadanos es muy antigua y empezó por la Justicia y las leyes. La protesta contra la oscuridad del legislador y de los tribunales puede rastrearse desde el derecho romano a la actualidad. Aforismos, que ahora encontramos legalizados en los códigos civiles, como el que advierte que la ignorancia de las leyes no excusa de su cumplimiento, o el que asegura que las leyes deben ser entendidas por todos, no son nada más que constataciones de que, por lo normal, las leyes son oscuras y que esta mala índole debe ser superada. 


        La fama de la Justicia en este sentido es mucho peor. Las críticas contra su opacidad han sido más agudas, lacerantes y pertinaces porque mientras las leyes se dirigen con carácter general a todos los ciudadanos, y sus textos quedan lejos de las lecturas habituales de las personas corrientes, los tribunales se dirigen a individuos concretos y resuelven asuntos que afectan a su libertad o propiedad. Los interesados en conocerlas se enfrentan a farragosos escritos y resoluciones cuya inteligencia queda fuera de su formación y habilidades, incluso cuando son de un nivel cultural elevado. 


        La literatura de todos los tiempos, pero especialmente de los siglos de oro, rebosa de episodios en los que se muestra el carácter malvado e intencionadamente oscuro y tenebroso de la Justicia, sus procedimientos arcaicos y sus incomprensibles jergas. 


        Las reclamaciones de claridad del lenguaje de las leyes y las sentencias de los tribunales estuvieron siempre en la vanguardia desde que se implantaron los nuevos ordenamientos constitucionales que mejoraron las prácticas de legislar y juzgar características del Antiguo Régimen: se legisló, a partir de la era constitucional, en Parlamentos abiertos integrados por representantes elegidos por el pueblo soberano; y la función de juzgar se atribuyó a jueces profesionales que tenían que motivar o justificar expresamente sus decisiones. Durante el siglo de la Ilustración se acumularon muchas propuestas para mejorar la calidad de las leyes y de la jurisprudencia. El objetivo de claridad aparece en las obras de los filósofos racionalistas esenciales, como Montesquieu o Bentham, y la codificación y las reformas de la Justicia fueron algunas de las vías usadas en el siglo XIX para conseguirlo. 


        Pero el siglo el XIX también impulsó el desarrollo, hasta dimensiones sin precedentes, de las Administraciones públicas, que tomaron a su cargo muchos servicios públicos nuevos que exigían un contacto continuo con los ciudadanos y, por tanto, una comunicación más habitual. Emergió desde mediados del XIX la imponente Administración contemporánea y se empezaron a desarrollar las infraestructuras (de ferrocarril, electricidad, carreteras, etc.) y los servicios económicos (cajas de ahorro y bancos, empresas públicas en diversos sectores de la economía) y sociales (beneficencia, sanidad). Las relaciones de los ciudadanos con los poderes públicos se multiplicaron. Las formas de comunicación con ellos empezaron entonces a formar parte del debate político, jurídico y social. 


        Desde un punto de vista lingüístico, el castellano había estado, hasta entonces, en deuda con las leyes. Pero la progresiva complejidad del aparato público y su presencia masiva en la vida social cambió los términos de aquella vieja ecuación y las leyes empezaron a estar en deuda con el lenguaje. 


        Quiero decir que, en el periodo de formación y difusión del castellano, como lengua romance de España, en competencia con otras hablas vernáculas, su utilización por las leyes y por las cancillerías regias, sobre todo desde el siglo XIII, contribuyó de forma decisiva a su difusión por todo el territorio peninsular. La misma misión cumplieron las leyes y la Administración de la monarquía hispánica para el transporte e implantación del castellano en América. Tres siglos después, también el constitucionalismo y las independencias americanas contribuyeron a la renovación, por ministerio de las leyes, de muchos conceptos del léxico de la legalidad. Aparecieron en el vocabulario docenas de palabras nuevas que festejaban la consagración de la libertad y la igualdad, y que desplazaron conceptos del Antiguo Régimen. 


        Puede remarcarse de otra manera la deuda de la lengua con las leyes: cuando la Real Academia Española, fundada en 1713, hubo de establecer la normativa del castellano, fijando su léxico en un diccionario (1726-1739), y regulando su ortografía (1741) y su gramática (1771), utilizó profusamente fuentes legales, es decir, las leyes vigentes en España, que contenían un riquísimo repositorio de palabras y expresiones en las que basar aquellos primeros monumentos lingüísticos. Utilizaron para formular las grandes obras normativas la mejor literatura castellana disponible, pero también las leyes del reino. 


        Cuando esta época de construcción de las catedrales de nuestro idioma concluyó, la propia Real Academia Española rindió tributo a la importancia lingüística de las leyes, ofreciendo una cuidada edición del Fuero Juzgo, en 1815, con un prólogo extraordinario del académico Manuel de Lardizábal, que refería la importancia de este gran texto legal para la consolidación y difusión del castellano. 


        Las tornas han cambiado y ahora las leyes están en deuda con la lengua porque, en buena medida, es responsabilidad de los legisladores que las leyes utilicen un lenguaje claro, y que impongan la misma obligación a todos los poderes del Estado. 


        Se ha profundizado la exigencia de claridad en todo lo que concierne al consumo de bienes y servicios, a los medicamentos, productos alimenticios, seguros, instrumentos de financiación bancaria… Y, en fin, se ha multiplicado la necesidad de información y claridad en el ámbito de derechos individuales afectados por la revolución digital: muy especialmente en materia de protección de datos, que son la gran mina de las economías digitales de nuestro tiempo, o en relación con la lucha contra sesgos lingüísticos y brechas generados por la expansión aceleradísima de la inteligencia artificial. 


        Hace algunos años empezaron a implantarse en todo el mundo asociaciones en defensa del lenguaje claro de los poderes públicos que agrupan, sobre todo, a profesionales e instituciones del ámbito lingüístico anglosajón. Celebramos el éxito general de Plain Language o de Clarity. Sin perjuicio de que sus progresos sean bienvenidos para todos, hace años también que, en paralelo, se han desarrollado muchas iniciativas en la geografía de habla española, representada por casi seiscientos millones de individuos en los cinco continentes. 


        Europa, que tiene desde siempre mucha más afición a regularlo todo que la que muestra la cultura anglosajona, se ha puesto enseguida por delante en cuanto concierne a las medidas legales en favor de la claridad del lenguaje de los poderes públicos y entidades que prestan servicios de interés general, además de la eclosión regulatoria en los mencionados dominios de la protección de datos, el consumo, medicamentos, seguros y servicios bancarios. 


        Y, en muchos de nuestros países, han sido los poderes públicos concernidos, legislativo, ejecutivo y judicial, los primeros en adelantar medidas a favor de que sus decisiones sean fácilmente comprendidas por las personas a las que se dirigen. Las leyes, recomendaciones administrativas y sentencias judiciales sobre la claridad del lenguaje han crecido de modo considerable en los últimos años. 


        Todas estas acciones han venido acompañadas de un movimiento favorable al lenguaje claro, empujado por profesionales de todos los ámbitos, e instituciones de todo carácter, que adoptaron, en Iberoamérica, la forma de redes de lenguaje claro. 


        El movimiento favorable al lenguaje claro ha crecido mucho a partir de las premisas indicadas, que reducían el problema al Derecho y sus aplicaciones. Por un lado, se ha extendido a todos los lenguajes de especialidad y a todos los ámbitos en los que se desarrolla una intensa relación con los ciudadanos. Se exige ahora lenguaje claro a la medicina, a los medios de comunicación o a cualquier empresa que, aunque privada, esté en posición de dominio en los mercados y preste servicios de interés general. 


        Se han producido en nuestro tiempo cinco notables acontecimientos que están reclamando adaptaciones del lenguaje oficial de un modo mucho más intenso de lo que cualquier otro fenómeno técnico o social haya llegado a afectarlo a lo largo de la historia. 


        El primero de ellos es el reconocimiento del derecho a comprender como un derecho subjetivo y exigible de los ciudadanos. Por supuesto no está enunciado en las constituciones revolucionarias de últimos del siglo XVIII y primeros del XIX. Pero sí puede estimarse comprendido en las constituciones multitextuales y cosmopolitas de nuestro tiempo, que suman al rígido y cerrado cuerpo normativo tradicional, otros de carácter supranacional que los completan. En el nivel normativo infraconstitucional han sido promulgadas, en todos los Estados, normas que reconocen derecho al lenguaje claro no solo en las comunicaciones de los poderes públicos con los ciudadanos, sino también en diferentes sectores dominados por establecimientos que prestan servicios de interés general: alimentación, condiciones generales de los contratos, medicamentos, protección de datos, etc. Se ha fortalecido la creencia de que se ha consolidado un nuevo derecho constitucional vinculado a los más esenciales de la Carta Magna porque el derecho a comprender es el más elemental e imprescindible de todos en tanto que condiciona el ejercicio de los demás derechos. 


        El segundo acontecimiento está inmediatamente vinculado al anterior e impone a los poderes públicos y entidades que prestan servicios de interés general la adopción de un lenguaje claro cuando se dirigen a los ciudadanos. Suele darse por bueno que los precedentes más sólidos están en Estados Unidos, apoyados en la Orden Ejecutiva 12-0444 de Jimmy Carter en 1978: «Los reglamentos deben ser tan sencillos y claros como sea posible». En esta línea siguió Bill Clinton: Memorandum on Plain Language in Government Writing, 1998. Y Barack Obama, con su Ley de Escritura Clara (Plain Writing Act), de 2010, que obliga a las agencias federales a tener un supervisor y a capacitar a su personal en lenguaje claro, que se define en la ley como una «escritura clara, concisa y bien organizada». Desde 2010 este mensaje se aplica a las páginas web. 


        Pero la verdad es que sería injusto atribuir a Estados Unidos en este asunto del lenguaje claro méritos exclusivos porque la lucha contra el gobbledygook, contra el galimatías en las comunicaciones con los ciudadanos, existe en todas las regiones de habla inglesa, en el marco del movimiento de plain language. 


        En España el primer movimiento fue del Congreso de los Diputados, que aprobó por unanimidad el 16 de abril de 2002 una proposición no de ley relativa a la Carta de Derechos de los Ciudadanos ante la Justicia. Es un catálogo de derechos que incluye el relativo a «una justicia comprensible». Estas exigencias se han concretado con no menor precisión en leyes esenciales que obligan a la Administración a extremar la claridad en sus comunicaciones: La ley de Procedimiento Administrativo Común de 2015 o la Ley de Transparencia, Acceso a la Información y Buen Gobierno de 2013 entre las más destacadas. 


        El lenguaje claro se ha convertido en un incentivo que hace más probable el cumplimiento por los ciudadanos de las resoluciones administrativas, en la medida en que las comprenden mejor. 


        Esta clase de obligaciones administrativas, que se extienden a la aplicación de un lenguaje fácil para las relaciones con personas afectadas por algún tipo de diferencia funcional o discapacidad, se ha extendido por todo el universo de los países hispanohablantes. Hablamos por tanto de una conquista que se está logrando simultáneamente en muchos países del mundo. 


        Otro gran fenómeno que ha afectado a las políticas de lenguaje claro es de carácter social y está relacionada con la igualdad de sexos: desde el principio de igualdad, se clama contra prácticas sociales discriminatorias que tienen sus reflejos en usos lingüísticos que invisibilizan al sexo femenino dando preponderancia total al masculino. Esta reivindicación está generalmente asumida por una mayoría amplia de los ciudadanos. Muchos reclaman, para resolverla, un impulso de regulaciones de la lengua que superen esos excesos de la masculinización del lenguaje, que reflejan discriminaciones efectivas en las sociedades actuales. 


        El problema es real y la búsqueda de soluciones está muy justificada. Las normas lingüísticas que elaboran las academias de la lengua española, asociadas en ASALE, tienen en cuenta los usos lingüísticos contrastados. No imponen la forma de hablar, sino
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